
Expte. DI-799/2009-8 

EXCMA. SRA. CONSEJERA DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE 
Avda. Gómez Laguna, 25 
50009 ZARAGOZA 

Asunto:   Revisión  de  calificación  de  módulo  de  Proyecto  en  Ciclo 
Formativo. 

I.  ANTECEDENTES 

PRIMERO.-   Tuvo  entrada  en  esta  Institución  queja  que  quedó 

registrada con el número de referencia arriba expresado. En la misma se 

hace  alusión  a  la  evaluación  del  Proyecto  de  XXX  en  los  siguientes 

términos: 

“Que con  fecha 13  de  abril  de  2009 se presentó ante el  Servicio 
Provincial  de  Educación  de  Zaragoza  solicitud  de  revisión  de  nota  del 
Proyecto Final del Ciclo Formativo de Ilustración, de la Escuela de Arte de 
Zaragoza. 

Según  información  del  referido  Servicio  la  nota  va  a  ser 
confirmada, desconociéndose la motivación de la futura resolución. 

Se ha aportado al expediente informe del tutor de la alumna en el 
que  expresamente  se  dice  que  la  alumna  siguió  todos  los  criterios 
establecidos para la superación del proyecto propuesto. 

Se  considera  que  el  Servicio  de  Inspección  no  ha  utilizado  la 
posibilidad  de  solicitar  especialistas  del  área  para  la  elaboración  de  su 
informe, temiéndose esta parte que va a proceder finalmente a confirmar 
la nota sin motivar suficientemente su decisión. 

Si durante todo el año la alumna cumple con los criterios exigidos, 
si su proyecto es inicialmente aprobado, si éste se realiza conforme a los 
criterios y con el beneplácito del tutor, ¿cómo es posible que luego ya no 
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sea suficiente para aprobar? 

EL  servicio  de  inspección  debe  solicitar  la  colaboración  de 
especialistas tal y como le permite el  artículo 13.3 de  la Orden de  28 de 
agosto de 1995 (BOE 20 de septiembre de 1995).” 

SEGUNDO.-   Una  vez  examinado  el  expediente,  considerando 
que dicha queja reúne los requisitos formales establecidos en los artículos 
12  y  14  de  la  Ley  4/1985,  de  27  de  Junio,  de  las  Cortes  de  Aragón, 
reguladora de la Institución del Justicia, acordé admitir la misma a trámite 
y, con objeto de recabar información precisa al respecto, dirigí un escrito a 
la Consejera de Educación, Cultura y Deporte de la DGA. 

TERCERO.-   Aun  cuando  no  se  ha  recibido  respuesta  alguna  a 
esta solicitud de información, que ha sido reiterada en tres ocasiones, con 
fechas 25 de mayo, 8 de julio y 8 de septiembre de 2009, habida cuenta 
del  tiempo  transcurrido  desde  el  último  requerimiento  he  estimado 
oportuno formular la presente resolución. 

II.  CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera.-    El  Real  Decreto  1456/1995,  que  tiene  carácter  de 

básico  y  se  dicta  en  uso  de  las  competencias  atribuidas  al  Estado, 

establece  el  título  de  Técnico  Superior  en  Artes  Plásticas  y  Diseño  en 

Ilustración,  entre  otros  pertenecientes  a  la  familia  profesional  de  Diseño 

Gráfico,  y  aprueba  las  correspondientes  enseñanzas  mínimas.  En  el 

mismo  consta  que  el  currículo  determinará  el  proyecto  final  que  deberá 

superar  el  alumno,  una  vez aprobados  los  módulos  del  ciclo  que  curse, 

para la obtención del título. 

El  artículo  8 de  este  Real  Decreto especifica  que  en  el  proyecto 

final el alumno ha de acreditar el dominio de los conocimientos y métodos 

científicos  y  artísticos  exigibles  para  el  ejercicio  profesional  en  la 

correspondiente  especialidad.   A tal  fin,  exige que  el  alumno elabore  un 

proyecto  de  su  especialidad,  con  una  memoria  que  incluya  las 
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necesidades  funcionales,  sociales  y  artísticas  a  satisfacer  y  las 

previsiones y cálculos tecnológicos, de coste y de medios que resultarían 

precisos  para  la  ejecución  de  lo  proyectado.  Y  señala  que  son  las 

Administraciones  educativas  las  que  han  de  regular el  procedimiento  de 

elaboración y evaluación del proyecto. 

Asimismo, el Real Decreto 1538/2006,  por el que se establece la 

ordenación general de la formación profesional  del sistema educativo, es 

también  normativa  básica  de  obligado  cumplimiento  para  todas  las 

Comunidades del Estado, a excepción de lo establecido en alguno de sus 

artículos.  En  particular,  el  artículo  12  de  este Real  Decreto,  no  afectado 

por  esa  excepcionalidad,  relativo  al  módulo  profesional  de  proyecto,  es 

del siguiente tenor literal: 

“1.  Los  ciclos  formativos  de  grado  superior  incorporarán  un 
módulo  profesional  de  proyecto,  que  se  definirá  de  acuerdo  con  las 
características de la actividad laboral del ámbito del ciclo formativo y con 
aspectos relativos al ejercicio profesional y a la gestión empresarial. 

2.  El  módulo  tendrá  por  objeto  la  integración  de  las  diversas 
capacidades  y  conocimientos  del  currículo  del  ciclo  formativo.  Esta 
integración  se  concretará  en  un  proyecto  que  contemple  las  variables 
tecnológicas y organizativas relacionadas con el título. 

3. El módulo profesional de proyecto se realizará durante el último 
período  del  ciclo  formativo  y  se  evaluará  una  vez  cursado  el  módulo 
profesional de centros de trabajo, con objeto de posibilitar la incorporación 
en el mismo de las competencias adquiridas en el período de prácticas en 
empresa.  Se  organizará  sobre  la  base  de  la  tutorización  individual  y 
colectiva  y  la  atribución  docente  correrá  a  cargo  del  profesorado  que 
imparta docencia en el ciclo formativo. 

4.  La  superación  del  módulo  profesional  de  proyecto  será 
necesaria para la obtención del título.” 

Concretando a las enseñanzas profesionales de Artes Plásticas y 
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Diseño,  se  observan  similares  exigencias  en  el  texto  del  Real  Decreto 

596/2007  por  el  que,  con  carácter  de  norma  básica,  se  establece  la 

ordenación general  de  tales  enseñanzas.  Así,  en  relación con  el  módulo 

de  proyecto  integrado  en  los  ciclos  formativos  de  grado  superior,  el 

artículo 8 señala que  se realizarán  en  el  último  curso,  se evaluarán una 

vez superados los restantes módulos que constituyen el currículo del ciclo 

formativo,  y  contarán  con  la  tutoría  individualizada  del  profesorado  que 

imparta docencia en el ciclo formativo. 

De  esta  normativa  básica  estatal  se  desprende  que,  para  la 

obtención  del  título  de  Técnico  Superior  en  Artes  Plásticas  y  Diseño  en 

Ilustración,  además  de  cursar  todas  las  materias  del  currículo  de  la 

especialidad, es preciso elaborar un módulo de proyecto integrado, bajo la 

supervisión  de  un  tutor,  siendo  competencia  de  cada  Administración 

educativa la regulación del procedimiento de elaboración y evaluación del 

citado  proyecto.  No  obstante,  estimamos  que  tal  regulación  autonómica 

habrá  de  respetar  lo  establecido  con  carácter  general  en  la  normativa 

básica  estatal  expuesta,  de  obligado  cumplimiento  para  todas  las 

Comunidades del Estado. 

Segunda.-   La normativa autonómica que establece la estructura 

básica de los currículos de los ciclos formativos de formación profesional 

y su aplicación en nuestra Comunidad, que se concreta en la Orden de 29 

de  mayo  de  2008,  del  Departamento  de  Educación,  Cultura  y  Deporte, 

reitera lo dispuesto en la normativa estatal en cuanto a obligatoriedad de 

realizar  un  “módulo  profesional  de  proyecto,  que  tendrá  por  objeto  la 

integración  de  las  diversas  capacidades  y  conocimientos  del  ciclo 

formativo”. 
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Si  bien  el  punto  segundo  de  este  artículo  11  indica  que  la 

Dirección  General  competente  en  materia  de  Formación  Profesional 

elaborará las instrucciones necesarias para la programación, seguimiento 

y evaluación de este módulo profesional, el artículo 14 de la mencionada 

Orden  dispone  que  la  evaluación  del  aprendizaje  del  alumnado  de  los 

ciclos  formativos  se realizará  por  módulos  profesionales,  tomando  como 

referencia  los  resultados  de  aprendizaje  y  los  criterios  de  evaluación  de 

cada uno de los módulos profesionales y los objetivos generales del ciclo 

formativo. 

Asimismo,  la  Orden  determina  que  los  criterios  de  evaluación 

deberán  concretarse  en  las  programaciones  didácticas,  expresando  de 

manera explícita y precisa los resultados de aprendizaje mínimos exigibles 

para superar el correspondiente módulo profesional. 

Se observa que  este  precepto  autonómico  alude a la  evaluación 

de módulos profesionales  de forma general,  sin excepción alguna, por lo 

que  estimamos  que  también  ha  de  ser  de  aplicación  al  que  la  norma 

denomina  módulo  profesional  de  proyecto.  Por  ello,  a  nuestro  juicio,  las 

instrucciones dictadas por la Dirección General de Formación Profesional 

y  Educación  Permanente  de  la  DGA  para  la  evaluación  del  módulo 

profesional  de  proyecto  habrán  de  ajustarse  a lo  establecido  para todos 

los módulos profesionales, en ese artículo 14 de la Orden de 29 de mayo 

de 2008. 

El  silencio  de  la  Administración  educativa  a  nuestra  solicitud  de 

información, nos impide verificar este extremo, así como supervisar en la 

programación didáctica del ciclo formativo en cuestión la concreción de los 

criterios de evaluación que se han aplicado en este caso para calificar el 

módulo profesional de proyecto.    Mas según consta en escrito que dirige 
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la alumna afectada al Servicio de Inspección, el Tutor consideraba “que el 

trabajo  cumple  con  los  criterios  establecidos  para  la  superación  del 

proyecto propuesto”. 

Tampoco parece que la interesada tenga suficiente conocimiento 

de lo que se le exige para la  superación del  módulo de  proyecto que ha 

realizado,  pese  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  14.4  de  la  Orden  de  29  de 

mayo  de  2008  que,  con  el  fin  de  garantizar  el  derecho  que  asiste  a los 

alumnos a que su rendimiento escolar sea valorado con criterios de plena 

objetividad, exige a los centros educativos dar a conocer los contenidos y 

resultados  de  aprendizaje  mínimos  exigibles  para  obtener  la  evaluación 

positiva  en  los  diferentes  módulos  profesionales  que  integran  el  ciclo 

formativo. 

Tercera.-  La Orden de 26 de octubre de 2009, del Departamento 
de  Educación,  Cultura  y  Deporte  de  la  DGA,  por  la  que  se  regula  la 
matriculación,  evaluación  y  acreditación  académica  del  alumnado  de 
Formación  Profesional  en  los  centros  docentes  de  la  Comunidad 
Autónoma  de  Aragón,  señala  en  su  disposición  adicional  tercera,  que 
seguidamente  se  reproduce,  el  procedimiento  de  reclamación  a  las 
calificaciones obtenidas: 

“En  tanto  el  Departamento  de  Educación,  Cultura  y  Deporte  no 
establezca el nuevo procedimiento para regular el derecho de los alumnos 
a  una  evaluación  objetiva,  de  acuerdo  con  la  transitoria  undécima  de  la 
Ley  Orgánica  de  Educación,  los  alumnos  o,  en  el  caso  de  menores  de 
edad  no  emancipados,  sus  padres,  madres  o  tutores  legales  podrán 
formular reclamaciones sobre las calificaciones obtenidas de acuerdo con 
el  procedimiento  establecido  en  la  Orden  de  28  de  agosto  de 
1995 («Boletín Oficial del Estado» de 20 de septiembre).” 

Es evidente que esta Orden no es aplicable al supuesto que nos 
ocupa,  anterior  al  curso  2009-2010.  Sin  embargo,  el  precepto  transcrito 
nos  permite  constatar  que  todavía  los  procesos  de  reclamación  de 
calificaciones  de  los  módulos de  ciclos formativos  se han  de  regir por la 
normativa estatal que se refleja en la Orden de 28 de agosto de 1995, por 
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la  que  se  regula  el  procedimiento  para  garantizar  el  derecho  de  los 
alumnos de Educación Secundaria y de Bachillerato a que su rendimiento 
escolar sea evaluado conforme a criterios objetivos. 

En principio, parece que puede presentar dificultades transferir lo 
dispuesto  en  la  Orden  estatal  sobre  revisión  de  una  calificación  final 
obtenida  en  Educación  Secundaria  Obligatoria  o  Bachillerato,  a  un 
supuesto de  desacuerdo con  la  evaluación de  un  módulo profesional  de 
proyecto de  un  ciclo formativo.   Es preciso  tener  en  cuenta  que  en  este 
caso,  lo  que  se  ha  de  revisar  no  es  la  actuación  de  un  profesor  de  un 
departamento didáctico, sino de un tribunal calificador. 

Además,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  Real  Decreto 
596/2007,  el  módulo  de  proyecto  integrado  en  los  ciclos  formativos  de 
grado superior, tiene por objeto que los alumnos y alumnas sean capaces 
de integrar,  aplicar y valorar los  conocimientos,  destrezas y capacidades 
específicos  del  campo  profesional  de  la  especialidad  a  través  de  la 
formulación  y  realización  de  un  proyecto,  adecuado  al  nivel  académico 
cursado, que evidencie rigor técnico, cultura plástica, expresión artística y 
sensibilidad estética y posibilidad de realización y viabilidad. 

Aspectos  cuya valoración  diferirá  sustancialmente  de  los  que  se 
toman  en  consideración  para  las  enseñanzas  de  Educación  Secundaria 
Obligatoria  o  de  Bachillerato,  y  cuyo  procedimiento  de  revisión  de  la 
calificación,  como  en  el  caso  que  nos  ocupa,  también  ha  de  presentar 
peculiaridades  que  no  están  reflejadas  en  la  Orden  dictada  para  los 
citados niveles educativos. 

Cuarta.-   La  Orden  de  29  de  mayo  de  2008  determina,  en  su 

artículo  11,  que  el  módulo  profesional  de  proyecto  ha  de  contribuir  de 

forma específica al logro de las siguientes finalidades: 

“a)  Comprender  aspectos  sobresalientes  de  la  competencia 

profesional  característica  del  título,  abordados  o  no  en  otros  módulos, 

integrando ordenadamente distintos conocimientos sobre la organización, 

características,  condiciones,  técnicas  y  procesos  propios  de  las 

actividades  productivas  del  sector  y  contemplando  en  ellos los  aspectos 

más significativos relacionados con la calidad, el cuidado y respeto de la 

salud y del medio ambiente. 
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b) Adquirir, en su caso, los conocimientos, habilidades, destrezas 

y actitudes que favorezcan el desarrollo de las capacidades que necesite 

activar  en la profesión para la que se forma, demandadas por el  entorno 

productivo en que radica el centro y que no pueden ser alcanzados en el 

resto de los módulos profesionales.” 

Se advierte  que  algunas de  estas  exigencias,  como la  relativa  a 
conocimientos,  pueden  ser  valoradas  objetivamente.  Sin  embargo  otras 
de las que se mencionan, referidas al desarrollo de ciertas capacidades y 
a  competencia  profesional,  presentan  ciertas  dificultades  para  su 
valoración  puesto  que,  necesariamente,  se  ha  de  realizar  su  evaluación 
en  función  de  criterios  más  subjetivos.   Así,  en  el  presente  supuesto,  si 
nos atenemos  a los  escritos que  se adjuntan a la  queja,  en  reclamación 
dirigida por la afectada al Director del Servicio Provincial de Educación, se 
pone  de  manifiesto  una  presunta  diferencia  de  criterio  entre  el  tutor  del 
proyecto y el Tribunal calificador.

 De  conformidad  con  lo  expuesto  en  el  mencionado  escrito  de 
reclamación, que la falta de respuesta de la Administración no nos permite 
contrastar,  la  interesada  alega  que  el  resultado  final  del  proyecto  fue 
valorado y reconocido como buen  trabajo  por su tutor,  siendo entregado 
con su visto bueno.  Sin embargo, en ese mismo escrito se afirma que el 
Tribunal  estimó  que  el  conjunto  de  trabajos  y  técnicas  usadas  para  el 
proyecto eran incorrectas, inadecuadas e incompletas. 

Por ello, la afectada solicitó en su reclamación que “por parte del 
Servicio  de  Inspección  Técnica  de  Educación  se recabe  la  colaboración 
de especialistas en la rama de Ilustración, a fin de que emitan un informe 
de valoración del Proyecto presentado, teniendo en cuenta los criterios de 
evaluación  de  la  Escuela  de  Arte,  así  como que  se emitan informes por 
especialistas de Reprografía de la D. G. A., de la Universidad, entre otros, 
en relación con la programación didáctica”. 

La normativa de aplicación prevé esta intervención de expertos en 
la  materia  en  supuestos  de  desacuerdo  con  una  calificación  final.  En 
particular, el apartado decimocuarto de la Orden de 28 de agosto de 1995 
determina  que  el  Servicio  de  Inspección  Técnica  de  Educación  puede 
solicitar  la  colaboración  de  especialistas  en  las  áreas  o  materias  a  que 
haga referencia la reclamación para la elaboración de un informe que ha 
de emitir tras analizar el expediente y las alegaciones formuladas. La falta 
de  respuesta  del  Departamento  de  Educación,  Cultura  y  Deporte  de  la 
DGA nos impide conocer el informe del Servicio de Inspección en el caso 
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que nos ocupa. 

Quinta.- El  artículo  59  del  Estatuto  de  Autonomía  de  Aragón, 
aprobado por Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, encomienda al Justicia 
de  Aragón  la  protección  y  defensa  de  los  derechos  individuales  y 
colectivos reconocidos en este Estatuto y dispone, en su artículo 59.2, que 
en el ejercicio de su función podrá supervisar, entre otras, la actividad de 
la Administración de la Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos 
por el conjunto de órganos integrados en el Gobierno de Aragón. 

Por  su  parte,  el  artículo  19  de  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio, 
reguladora  del  Justicia  de  Aragón,  establece  la  obligación  de  colaborar 
con esta Institución en los siguientes términos: 

“1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por esta Ley 
están obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 

2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de 
la Administración deberán facilitar al Justicia o a aquel en quien delegue, 
las informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros 
y  organismos.  Igualmente  deberán  poner  a  su  disposición  los  datos, 
expedientes o cualquier clase de documentos que permitan llevar a cabo 
adecuadamente la actuación investigadora.” 

Estos  preceptos  legales  reflejan  las  competencias  del  Justicia 
para, en  cumplimiento  de  las tareas legalmente encomendadas,  dirigirse 
al  órgano  administrativo  correspondiente  solicitando  informes.  E, 
igualmente,  hemos  de  recordar,  ante  la  falta  de  respuesta  de  la 
Administración educativa a nuestra solicitud de información en este caso, 
que  también  señalan  la  obligatoriedad  de  auxiliar  al  Justicia  en  sus 
investigaciones por parte de todos los poderes públicos. 

III. RESOLUCIÓN 

Por todo lo anteriormente expuesto y en uso de las facultades que 

me  confiere  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  Reguladora  del  Justicia  de 

Aragón, me permito formularle la siguiente 

RECOMENDACIÓN 

1.- Que la Administración educativa revise su actuación en el caso 
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concreto planteado en esta queja. 

2.-  Que el  Departamento  de  Educación,  Cultura  y Deporte  de  la 
DGA  estudie  la  conveniencia  de  emitir  una  normativa  específica  para 
ciclos  formativos  de  familias profesionales  a fin  de  garantizar el  derecho 
de los  alumnos que  cursan estas  enseñanzas a que  su rendimiento  sea 
evaluado conforme a criterios objetivos. 

Agradezco  de  antemano  su  colaboración  y  espero  que  en  un 

plazo  no  superior  a  un  mes  me  comunique  si  acepta  o  no  la 

recomendación  formulada,  indicándome,  en  este  último  supuesto,  las 

razones en que funde su negativa.

     19 de mayo de 2010

         EL JUSTICIA DE ARAGÓN 

FERNANDO GARCÍA VICENTE 
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